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APELACION 
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Tribunal de 
Primera 
Instancia, Sala 

de Aguadilla 
 

 
Civil Núm.: 
A PE 2018-0038 

 
Ley 161 OGPE 

Injunction 
Preliminar y 
Permanente 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Cintrón Cintrón, la 
Jueza Surén Fuentes y la Jueza Cortés González. 

 
Cintrón Cintrón, Jueza Ponente 
 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 24 de enero de 2020. 

Comparecen Andrew Louis Gasparro y Walter Cardona Castro 

(en adelante, colectivamente, apelantes) para que revoquemos la 

Sentencia dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Aguadilla (TPI) el 21 de febrero de 2019, notificada el 8 

de marzo de 2019.  En esta se declaró nulo el permiso de 

construcción 2016-123226-PCO-007528 y se ordenó la demolición 

de la totalidad del edificio propiedad del señor Gasparro y la 

remoción de los escombros. 

Oportunamente, Asociación Vecinal del Barrio Puntas, Nayda 

Bonet, William Graffam, Mónica Muñiz Rivera, Sean Killarney, 

Steven Mucciolo, Carlos Leizerowicz, Steve Parsons, Valerie Parsons 

y Sucesión Muñiz representada por Carlos Muñiz (en adelante 
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apelados) presentaron su alegato en oposición, con cuyo beneficio 

resolvemos confirmar el dictamen apelado. 

I 

El 21 de noviembre de 2018 los apelados presentaron 

demanda al amparo de la Ley para la Reforma del Proceso de 

Permisos de Puerto Rico, Ley 161 de 1 de diciembre de 2009, según 

enmendada, 23 LPRA sec. 9024 et. seq (Ley Núm. 161). En esta se 

alegó que el señor Gasparro radicó ante la Oficina de Gerencia de 

Permisos (en adelante OGPe), por conducto del ingeniero Walter 

Cardona Castro (en adelante ingeniero Cardona), una solicitud de 

permiso de construcción para dos unidades de vivienda en un 

edificio de dos pisos bajo la Ley de Certificación de Planos, Ley Núm. 

135 de 5 de junio de 1967, según enmendada, 23 LPRA sec. 42a et. 

seq (en adelante Ley Núm. 135).  

En la demanda, alegaron que los apelantes se encontraban en 

proceso de construcción de un edificio de cuatro pisos con nueve 

unidades de vivienda.  Según estos, la estructura no cumplía con el 

referido permiso expedido ni los parámetros establecidos en el 

Reglamento Conjunto para la Evaluación y Expedición de Permisos 

Relacionados al Desarrollo de Terrenos, Reglamento 7951 de la 

Junta de Planificación (en adelante Reglamento Conjunto).  

Arguyeron que la construcción realizada constituía una clara 

violación al Reglamento Conjunto, por lo que solicitaron la 

revocación del permiso otorgado y la demolición de la obra.   

El 29 de noviembre de 2018 se celebró la vista sobre interdicto 

preliminar luego de la cual el TPI emitió Resolución y Orden 

expidiendo el interdicto preliminar y concediendo a los apelantes 

hasta el 5 de diciembre de 2018 para llevar a cabo la 

desmovilización. Se ordenó además la paralización de toda obra de 

construcción en la propiedad.  La vista de injunction permanente se 

celebró el 18 y 29 de enero de 2019.  Luego del desfile de prueba, el 
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TPI emitió Sentencia en la que emitió 28 determinaciones de hechos 

que debido a su pertinencia procedemos a transcribir: 

1. El codemandante William Graffam es dueño de una 
residencia en la calle Miramar (Km. 48 de la Carretera 
estatal 413 interior) del barrio Puntas de Rincón desde 

hace más de 20 años. Esta residencia colinda con la 
calle Miramar y tiene al otro lado de la calle e 
inmediatamente al frente de la propiedad del 

codemandado Andrew Louis Gasparro donde se está 
construyendo el edificio objeto de este litigio. 

2. El Sr. Graffam testificó que todos los demandantes en 
el caso de autos residen o tienen propiedades cerca del 
proyecto e identificó sus ubicaciones hacia el norte, 

sur, este y oeste de la propiedad donde se está 
construyendo el edificio objeto de este litigio utilizando 

una foto aérea.  
3. Tras escuchar rumores en su vecindario de que el Sr. 

Gasparro pensaba construir una estructura en su 

propiedad, el Sr. Graffam y su esposa Patricia Garrity 
se encontraron con el Sr. Gasparro y le preguntaron si 
era cierto lo que habían oído. Gasparro les indicó que 

pensaba hacer una residencia para su familia y su 
papá y aclaró que nada de lo que pensaba hacer 

afectaría la vista o privacidad de la propiedad del Sr. 
Graffam. Ese día el Sr. Gasparro subió al balcón de la 
casa del Sr. Graffam para confirmar lo anteriormente 

dicho. El Sr. Graffam le solicitó que le proveyera copia 
de los planos para poder visualizar lo que se iba a 
construir y este se comprometió a proveerlos.  

4. El 13 de abril de 2016, el Sr. Graffam testificó que le 
envió un correo electrónico al Sr. Gasparro en 

seguimiento a lo acordado y una foto aérea para que 
el ingeniero Cardona mostrara dónde quedaría la 
estructura a construirse. Gasparro contestó el 14 de 

abril indicando que estaba muy ocupado pero que le 
daría seguimiento a lo solicitado según seguían 

trabajando el diseño y que esperaba que pudiese llegar 
a un acuerdo amistoso. 

5. Graffam volvió a solicitar los planos en varias 

ocasiones, pero Gasparro nunca se los mostró. Dado 
que la construcción comenzó sin que el Sr. Gasparro 
le proveyera la información solicitada al 

codemandante, Graffam contrató a la licenciada 
Aurora Rivera para que examinara el expediente del 

caso en la OGPe. El 12 de diciembre de 2016 la 
licenciada le informó que no podían darle copia del 
expediente porque cuando fue a revisarlo el sistema 

no estaba disponible, pero le indicó que pudo ver la 
información en línea. Le indicó que era una 

construcción de dos unidades de vivienda y que el 
permiso se había otorgado a base de una certificación 
del Ing. Cardona que decía que el proyecto cumplía 

con todos los requisitos de distrito RT-B (Residencial 
Turístico de Baja Densidad). 

6. El proyecto comenzó en el 2016 y se detuvo por 

completo alrededor de junio de 2017 hasta julio de 
2018. En agosto de 2018 los demandantes observaron 

que se estaba construyendo un cuarto piso sobre el 
nivel del suelo y llegaron a la conclusión de que la 
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construcción iba camino a ser más grande de lo que 
les había informado por lo cual decidieron contratar al 

Lcdo. Miguel Sarriera Román para atender la 
situación. 

11. El 22 de julio de 2016 el Ing. Walter Cardona 
Castro con Licencia 6721 sometió ante la OGPe una 
petición de servicios para un permiso de construcción 

de una estructura de hormigón armado y bloques con 
dos unidades de vivienda en calle Miramar del barrio 
Puntas de Rincón. El dueño del proyecto es el 

demandado Andrew Louis Gasparro y el número de 
catastro de la propiedad es 095-020-228-17-000. La 

petición de servicios indica que se trata de una 
solicitud de permiso de construcción certificado. 

12. En su memorial explicativo el ingeniero Cardona 

informó a la OGPe que el proyecto era un edificio de 
dos (2) unidades de vivienda en una estructura de dos 

(2) niveles sobre nivel de piso. 
13. El 19 de septiembre de 2016 la OGPe aprobó la 

solicitud del Ing. Cardona y expidió el permiso 2016-

123226-PCO-007528 para la construcción de un 
edificio de 2 unidades de vivienda en un predio 
calificado RT-B con área de 1,162.2200 metros 

cuadrados según mesura y 1,157.7613 según 
escritura. Junto con el permiso la OGPe certificó los 

planos del proyecto sometidos por los proponentes. 
16. El Ing. Jorge Cajigas Morales testificó que tras 

observar la obra desde la carretera y analizar los 

planos certificados por la OGPe bajo el permiso 2016-
123226-PCO-007528 su conclusión es que estos en 
realidad corresponden a una construcción de nueve 

(9) unidades de vivienda y no dos (2) como se certifica 
en la solicitud de servicios, el memorial explicativo y 

se menciona en el permiso. Su conclusión surge de 
sus observaciones y las hojas de Plomería Sanitaria, 
Plomería de Agua Potable y Distribución Eléctrica, 

esta situación provocó de forma indebida que la AEE, 
la AAA y la JCA no interviniera en la evaluación del 

caso, toda vez que, al usar el mecanismo de 
certificación, se eximió de forma ilegal de que dichas 
agencias intervengan para hacer requerimientos y 

concluyó que nueve (9) unidades de vivienda afectarán 
negativamente la infraestructura de agua y 
electricidad del vecindario. 

17. El Ing. Jorge Cajigas Morales hizo un análisis de 
los requisitos reglamentarios en un distrito RT-B 

(Residencia Turístico de Baja Densidad) según estos 
surgen de la sección 19.18 del Reglamento Conjunto y 
los comparó con lo que surge de los planos aprobados: 

 

 

Sección 

19.18.2(a) y 
19.18.3 

Planos 

Tamaño mínimo 

de Solar 
2,000 m2 

1,157.36 

m2 

Uso Vivienda 
2 

unidades 

(máximo) 

9 unidades 

Altura máxima 9 m 10 m 

Área de 
Ocupación 

15% 16% 
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Área Bruta de 
Piso 

30% 59% 

Patio Delantero 5.0 m 3.39 
Patio Lateral 

Derecho 
5.0 m 3 m 

Patio Lateral 
Izquierdo 

5.0 m 4.57 m 

Patio Posterior 5.0 m 4.57  
 

18. La conclusión del Ing. Cajigas es que el proyecto 

según descrito en los planos no cumple con ninguno 
de los parámetros del distrito y por lo tanto no podía 

someterse mediante certificación. El sector sólo 
permite una densidad de una (1) unidad de vivienda 
por cada 2,000 metros cuadrados y se pretende hacer 

nueve (9). Esto excede la densidad del sector y 
constituye un uso ilegal de la Ley de Certificación de 

Planos ya que para lograr esto era necesario radicar 
un proyecto sobre Consulta de Construcción, solicitar 
variaciones y celebrar vistas públicas. 

19. El Ing. Cajigas también testificó que el presupuesto 
del proyecto no se ajusta a los valores reales para un 
proyecto de 9 unidades. Su análisis de los planos 

refleja que el área bruta de piso son 7,200 pies 
cuadrados lo cual conforme a la Orden Administrativa 

ARPE 89-10 conlleva un costo que fluctúa alrededor 
de los $700,000.00, mientras que el estimado de 
costos certificado establece un valor de $178,000.00 

dólares. Esta situación provoca sustanciales 
evasiones de pagos en arbitrios municipales, CFSE y 
derechos de radicación ante la OGPe, entre otros. 

20. Del expediente de la OGPe surge que los 
demandados sometieron ante esa agencia un 

memorial explicativo indicando que el proyecto 
era un edificio de dos (2) pisos y planos 
disponiendo que el edificio tendría tres (3). 

Durante el juicio el Ing. Cardona testificó que 
serían cuatro (4) pisos y el codemandado Andrew 

Louis Gasparro en su contestación a la demanda 
admitió que tendría cinco (5). 

21. Durante su testimonio el Ing. Cardona afirmó en 

cuanto al número de pisos del edificio que a 
diferencia de los tres (3) que se muestran en los 
planos certificados, el proyecto en realidad se trata 

de un edificio de cuatro (4) pisos. Indicó también 
que los dos primeros estarán vacíos y el tercero y 

cuarto (este último se encuentra en construcción) 
serán dedicados a las dos unidades de vivienda. 

22. En su testimonio sobre el memorial explicativo 

del proyecto que sometió a la OGPe y que 
mencionaba dos (2) pisos en lugar de los cuatro (4) 

que se están construyendo el Ing. Cardona 
contestó que se trataba de un error. 

23. Al preguntársele porque el plano tiene tres (3) 

pisos desde el suelo y la estructura actualmente 
cuatro (4) este indicó que se trató de un error en la 
preparación del plano y que posteriormente se 

solicitaría la enmienda correspondiente. 
24. El Ing. Cardona testificó que el piso que no 

aparece en el plano es el piso dos (2) y al 
preguntársele si ese piso tenía un plano estructural 
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este contestó que no y que posteriormente se 
enmendaría el plano aprobado para incluirlo y 

resolver este error. Testificó también que de las 
dos una ocuparía un piso completo y parte del otro. 

Al preguntársele donde en el plano estaba la 
escalera interior para la unidad de dos pisos este 
indicó que no aparecía y que esto era otro error. 

25. Los planos sometidos por el Ing. Cardona y 
aprobados por OGPe para el proyecto indican que se 
trata de una estructura de tres (3) pisos desde el nivel 

del suelo y disponen en el plano de distribución de 
agua conexiones para 12 apartamentos en 5 pisos. 

Además, contiene una nota que dice “En esta hoja se 
presenta la distribución de agua potable en los niveles 
1, 2 y 3. Cada nivel cuenta con tres unidades 

identificadas como A, B y C. Las conexiones de agua 
para estas primeras 9 unidades debe ser individual 

conforme se muestra en el diagrama de punto de 
conexión”. 

26. Al preguntársele porque el plano de distribución 

de agua identifica 12 unidades en 5 pisos este 
contestó que se trata de otro error y que 
probablemente se arrastró esa nota de otro plano. 

27. Al preguntársele si se podían someter mediante 
certificación dos unidades de vivienda en un 

predio RT-B menor de 2,000 metros cuadrados 
contestó que eso es materia de interpretación, que 
su interpretación era que sí y que la expedición del 

permiso era prueba de ello. Al preguntársele si 
alguien en la OGPe había revisado el permiso antes 
de expedirlo indicó que sí, pero no pudo identificar 

a la persona. 
28. Finalmente se le preguntó al Ing. Cardona si en 

algún momento, antes de la radicación de la 
demanda había radicado ante la OGPe un plano 
enmendado o solicitud enmendada para tratar de 

corregir los errores que había reconocido y 
contestó que no. (Énfasis suplido). 

 

El TPI entendió se probó que en el proceso de solicitud de 

permisos ante la OGPe los apelantes sometieron información 

incorrecta o falsa e incurrieron en dolo y engaño para la obtención 

del permiso de construcción.  Como consecuencia, declaró nulo el 

permiso y ordenó la demolición y remoción de la obra ilícitamente 

construida por los apelantes dentro del término de 6 meses. 

Inconformes, el 25 de marzo de 2019 los apelantes 

presentaron Moción solicitando determinaciones y conclusiones 

adicionales y Solicitud de reconsideración de la sentencia emitida.  

Esta fue declarada no ha lugar por el TPI el 9 de abril de 2019.  Aún 

insatisfechos, el 10 de mayo de 2019 los apelantes comparecieron 
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ante este foro apelativo y plantean la comisión de los siguientes 

errores1: 

A. Erró el TPI al ordenar la demolición total de la 
estructura construida por el demandado Gasparro 
sin tomar en consideración que dicha estructura 

cumple con las disposiciones de la nueva 
reglamentación aplicable. 
 

B. Erró el TPI al concluir como cuestión de hecho que 
la estructura objeto de esta acción no cumple con las 

disposiciones de la reglamentación vigente a la fecha 
de dictar la Sentencia objeto de este recurso por lo 
que dicha Sentencia es nula. 

 

C. Erró el TPI al denegar de plano la Moción Solicitando 
Determinaciones y Conclusiones Adicionales y 
Solicitud de Reconsideración debidamente 

fundamentada sin expresar las razones para dicha 
denegatoria. 

 

D. Erró el TPI al considerar la Demanda en violación de 
la norma que requiere el agotamiento de los remedios 
administrativos. 

 

E. Erró el TPI al conceder el remedio extraordinario de 
interdicto sin estar presentes los requisitos de ley y 

sin que la parte demandante presentara evidencia 
para establecer dichos requisitos. 
 

F. Erró el TPI al emitir la Resolución y Orden 

concediendo el injunction preliminar sin requerir la 
prestación de una fianza a la parte demandante y sin 
expresar las razones para la expedición del 

injunction en clara violación de la Reglas 57.4 y 57.5 
de las Procedimiento Civil [sic]. 

 

G. Erró el TPI al ordenar la demolición de la estructura 
construida en violación de los derechos 
constitucionales del demandado Gasparro sin 

considerar alternativas disponibles incluyendo la 
legalización de las obras y la reglamentación nueva 
vigente y al emitir una orden de prohibición de 

enajenar sin justificación en los autos la solicitud de 
la parte demandante. 

 

II 

A 
Ley para la Reforma del Proceso de Permisos de Puerto Rico 

 

La Ley Núm. 161 fue promulgada para establecer el nuevo 

marco legal y administrativo que habría de guiar la solicitud, 

 
1 A la fecha de la presentación del recurso de apelación se encontraba pendiente 

ante el TPI una Moción al amparo de la Regla 49.2 de Procedimiento Civil 
interpuesta el 8 de mayo de 2019. 
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evaluación, concesión y denegación de permisos de uso y de 

construcción y desarrollo de terrenos por parte del Gobierno de 

Puerto Rico. Su objetivo es transformar el sistema de permisos de 

Puerto Rico de modo que el mismo sea uno más transparente, ágil, 

confiable y eficiente. Exposición de Motivos de la Ley Núm. 161-

2009.  Mediante dicha ley se creó la OGPe, entidad encargada de la 

evaluación, concesión o denegación de determinaciones finales y 

permisos relativos al desarrollo y el uso de terrenos, así como de las 

consultas de ubicación. 23 L.P.R.A. sec. 9012d (2011).   

La corrección y legalidad de las determinaciones finales y de 

los permisos expedidos por la OGPe se presume. No obstante, 

cuando medie dolo o fraude en el otorgamiento del permiso, este 

debe ser revocado.  Aun concedido el permiso, se debería evaluar la 

corrección del mismo y proceder con la acción correspondiente. Esta 

ley también autorizó a la OGPe a instar el recurso judicial adecuado 

para impedir, prohibir, anular, remover o demoler cualquier obra, 

proyecto o edificio construido, usado o mantenido ilegalmente.  

Artículos 9.10 y 10.9 de la Ley Núm. 161-2009. 

Ley de Certificación de Planos o Proyectos 

La Ley Núm. 135 dispone que cuando un ingeniero o 

arquitecto licenciado radique un plano o proyecto ante la OGPe con 

el objeto de obtener un permiso de construcción, reconstrucción, 

alteración o ampliación de una obra, esta expedirá el 

correspondiente permiso basándose en el cumplimiento del 

reglamento y en la certificación sometida por dicho ingeniero o 

arquitecto.  Al someter un proyecto mediante certificación el 

ingeniero o arquitecto certifica bajo la Ley que la obra propuesta 

cumple con todas las leyes y reglamentos aplicables y se 

compromete a llevar a cabo la obra en estricto cumplimiento de los 

planos aprobados. 
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Reglamento Conjunto de Permisos para Obras de Construcción 
y Usos de Terrenos 

 

A los fines de poner en vigor los objetivos de la Ley Núm. 161, 

supra, se aprobó el Reglamento Conjunto.  Este establece como 

norma general que toda obra de construcción requiere la obtención 

de un permiso.  Los permisos se pueden obtener de manera 

ministerial o discrecional.  La Regla 6.2 del Reglamento Conjunto 

provee que cuando un proyecto cumple con la reglamentación 

vigente, la expedición del permiso es ministerial. La agencia no 

puede ejercer discreción ya que implica el uso de los estándares fijos 

y medidas objetivas.  Los permisos ministeriales se otorgarán para 

los usos específicamente permitidos en cada distrito y siempre 

deberán cumplir cabalmente con los parámetros de: 1. Zonificación 

o Calificación 2. Usos 3. Altura 4. Tamaño del Solar 5. Densidad 6. 

Área de Ocupación 7. Área Bruta de Piso 8. Patios (Delantero, 

Laterales y Posterior) 9. Espacios de Estacionamientos y 10. Área de 

Carga y Descarga.  

 Del permiso no cumplir con los parámetros establecidos, se 

deberá examinar bajo la Regla 6.3. Los asuntos de naturaleza 

discrecional serán atendidos por la OGPe, a través de su Junta 

Adjudicativa.  Un asunto discrecional requiere que se obtengan 

todos los endosos previo a examinarse si procede o no la expedición 

de un permiso por parte de la OGPe.  

Al momento de solicitar los permisos, el reglamento vigente 

agrupaba la zona donde ubica la obra como Distrito RT-B - 

Residencial Turístico de Baja Densidad. Los parámetros para este 

distrito son: 

 

Sección 

19.18.2(a) 
y 19.18.3 

Tamaño mínimo de 
Solar 

2,000 m2 

Uso Vivienda 

2 

unidades 
(máximo) 
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Altura máxima 9 m 
Área de Ocupación 15% 

Área Bruta de Piso 30% 
Patio Delantero 5.0 m 

Patio Lateral Derecho 5.0 m 
Patio Lateral Izquierdo 5.0 m 

Patio Posterior 5.0 m 

 

En síntesis, en los errores A, B y G los apelantes arguyen 

incidió el TPI al ordenar la demolición de la obra sin tomar en 

consideración la nueva reglamentación u otras alternativas 

disponibles como la legalización de la obra.  No les asiste la razón. 

Las alegaciones de los apelantes se limitan a fundamentar el 

por qué la obra es ahora legal.  Pero estos argumentos no alteran un 

factor esencial, el permiso concedido mediante certificación fue para 

construir un edificio de dos unidades de vivienda.  Por lo que resulta 

irrelevante el planteamiento que bajo las disposiciones del nuevo 

reglamento la estructura es legal.  Si bien la obra pudiese cumplir 

con lo establecido en el nuevo Plan territorial del Municipio de 

Rincón, los permisos obtenidos son para una estructura 

completamente diferente a la construida.  Del propio escrito de 

apelación surge claramente que “[l]a construcción se llevó a cabo 

diferente al permiso y planos abordados, no cumpliendo con todos 

los parámetros de construcción que establece el Reglamento 

Conjunto”.2  Estos admitieron que la construcción de la estructura 

de cuatro pisos no fue acorde con el permiso emitido por OGPe.   

Aunque reconocemos el costo que conlleva la demolición de la 

estructura, también estamos conscientes que los apelantes 

incumplieron con el permiso y planos propuestos.  Inclusive, la 

solicitud del permiso y los planos sometidos poseen información 

contradictoria.  El propio ingeniero Cardona en la vista de injunction 

permanente aceptó las irregularidades.3  Además, admitió que del 

 
2 Véase Apelación, pág. 5. 
3 Véase Transcripción prueba oral (TPO) de la Vista de injunction del 29 de enero 

de 2019, pág. 22. 
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memorial explicativo presentado en OGPe no está claro lo que se 

planificaba hacer.4   

El pretender exigir la legalidad de la obra daría paso a la 

construcción sin los permisos requeridos para luego legalizar obras 

construidas en contravención de la ley.  La realidad es que los 

apelantes emitieron documentos incongruentes ante la OGPe para 

obtener mediante certificación un permiso que a todas luces no 

cumplía con los requisitos mínimos para poder certificarse.  A pesar 

de que el ingeniero Cardona tildó de meros errores que se pasaron 

de otros planos, se tratan de faltas crasas en donde se discrepa 

hasta la cantidad de pisos que llevará la estructura.  Fomentar este 

tipo de conducta esquivaría el propósito y función de la Ley Núm. 

161.  

La estructura no cumplía con los requisitos establecidos en el 

Reglamento Conjunto.  Los apelantes no podían someter los 

documentos mediante certificación para obtener el permiso de 

OGPe.  Por consiguiente, el TPI no erró al revocar el permiso y 

ordenar la demolición de la obra. 

B 

La doctrina de agotamiento de remedios administrativos es 

una norma de abstención judicial.  La misma postula que toda parte 

que esté dentro de un procedimiento administrativo no podrá 

recurrir al foro judicial hasta agotar todos los remedios ante la 

agencia.  Conforme a esta doctrina, el foro judicial debe abstenerse 

hasta que concluyan los trámites administrativos.  La utilidad de 

esta doctrina radica en fomentar que las agencias utilicen su 

conocimiento experto.  S.L.G. Flores-Jiménez v. Colberg, 173 DPR 

843, 851 (2008).   

Para que pueda aplicarse la referida doctrina, debe existir 

 
4 Íd., pág. 32. 
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alguna fase del procedimiento administrativo que la parte tiene que 

llevar a cabo y todavía no lo ha hecho. Mun. De Caguas. AT&T, 154 

D.P.R. 401,408-409 (2001). Además, es necesario que la parte 

peticionaria ante el foro judicial sea la misma parte que participó en 

el procedimiento administrativo pero que no agotó la fase que estaba 

aún pendiente. Mun. De Caguas. AT&T, supra.   

En su escrito los apelantes arguyen que erró el TPI al 

considerar la demanda en violación a la norma que requiere el 

agotamiento de remedios administrativos.  No les asiste la razón a 

los apelantes. 

En este caso, los apelados presentaron un injunction para la 

revocación de un permiso de construcción emitido por OGPe y para 

ordenar la demolición de la obra.  El Capítulo XIV de la Ley Núm. 

161 establece claramente que una persona privada, natural o 

jurídica, que tenga un interés propietario o personal que podría 

verse adversamente afectado, podrá presentar una acción de 

injunction, mandamus, sentencia declaratoria, o cualquier otra 

acción adecuada para solicitar: 1) la revocación de un permiso 

otorgado, cuya solicitud se haya hecho utilizando información 

incorrecta o falsa; 2) la paralización de una obra iniciada sin contar 

con las autorizaciones y permisos correspondientes, o incumpliendo 

con las disposiciones y condiciones del permiso otorgado; 3) la 

paralización de un uso no autorizado; 4) la demolición de obras 

construidas, que al momento de la presentación del recurso y al 

momento de adjudicar el mismo no cuenten con permiso de 

construcción, ya sea porque nunca se obtuvo o porque el mismo 

ha sido revocado.  Las acciones realizadas por los apelados caen 

patentemente dentro de los requisitos establecidos en ley. Por lo que 

estos no tenían necesidad de agotar ningún procedimiento 

administrativo.  Inclusive, la ley expresa:  

Indistintamente de haberse presentado una querella 
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administrativa ante la Junta de Planificación, Entidad 
Gubernamental Concernida, Municipio Autónomo con 

Jerarquía de la I a la V o cualquier otra dependencia o 
instrumentalidad del Gobierno de Puerto Rico, alegando 

los mismos hechos, una parte adversamente afectada 
podrá presentar un recurso extraordinario en el 
Tribunal de Primera Instancia. Una vez habiéndose 

presentado el recurso extraordinario al amparo del 
presente Artículo, la agencia administrativa perderá 
jurisdicción automáticamente sobre la querella y 

cualquier actuación que llevare a cabo con respecto a 
la misma será considerada ultra vires. 23 L.P.R.A. sec. 

9024. (Énfasis suplido). 
 

Por tanto, los apelados no tenían que agotar remedios y una 

vez presentado el recurso, la agencia perdió jurisdicción para 

atender cualquier asunto relacionado al permiso. El error D no fue 

cometido. 

C 

 El recurso de injunction, entredicho o interdicto, es un 

recurso extraordinario dirigido a prohibir u ordenar la ejecución de 

determinado acto, con el fin de evitar causar perjuicios inminentes 

o daños irreparables a alguna persona, en casos en que no haya otro 

remedio adecuado en ley.  Arts. 675-695 del Código de 

Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA secs. 3521–3566; E.L.A. v. Asociación 

de Auditores, 147 DPR 669 (1999).  La naturaleza de este recurso 

extraordinario reviste un propósito preventivo y reparador del daño 

que alega el peticionario.  Su eficacia descansa en su naturaleza 

sumaria y en su pronta ejecución.  32 LPRA sec. 3533.  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha establecido que 

cuando se trate de una petición de injunction autorizado 

expresamente por un estatuto, este no surge de la jurisdicción de 

equidad de la corte, en virtud del cual el tribunal ordena a una 

persona bajo apercibimiento de desacato que realice o deje de 

realizar un acto que infrinja o perjudique el derecho de otro. A.R.Pe. 

v. Rivera, 159 DPR 429, 444 (2003).  En esto se diferencia del 

injunction clásico u ordinario. Tampoco se requiere alegación ni 

prueba de daños irreparables, y solo la determinación de que el 
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demandado ha violado las disposiciones de la ley. A.R.Pe. v. Rivera, 

supra; Pueblo v. A. Roig, Sucrs., 63 DPR 18, 38-39 (1944).  

El Artículo 14.1 de la Ley Núm. 161 provee el mecanismo de 

injunction para hacer cumplir las leyes y reglamentos de 

planificación.  De este modo, al interponerse una petición de 

injunction deberá evaluarse según los criterios establecidos en este.  

Por tal razón, cualquier persona legitimada para llevar a cabo la 

acción deberá exponer los siguientes factores: (1) que existe una ley 

o reglamento que regula dicho uso o actividad y (2) que la persona o 

personas señaladas se encuentran realizando un uso o actividad en 

violación a esa ley o reglamento. A.R.Pe. v. Rivera, supra, pág. 445. 

En el error E los apelantes argumentan que no estaban 

presentes los requisitos de ley para emitir el injunction permanente.  

Además, entienden que los demandantes no presentaron evidencia 

para establecer los mismos. 

En la vista los apelados presentaron el testimonio pericial del 

Ing. Jorge L. Cajigas Morales (en adelante ingeniero Cajigas).  Este 

testificó que la estructura construida no cumplía con las 

disposiciones del Reglamento Conjunto.  De la Sentencia emitida 

surge que el TPI le confirió credibilidad al testimonio del ingeniero 

Cajigas y concluyó que el permiso otorgado por OGPe fue expedido 

en violación del Reglamento Conjunto mediante fraude, dolo y 

engaño.  El TPI entendió que los apelados sometieron evidencia 

sobre todos los elementos de su causa de acción.  Los apelantes no 

contradicen en su recurso ninguna de las determinaciones de 

hechos realizadas por el TPI.  Tampoco presentan evidencia 

suficiente que socavara la razonabilidad del dictamen y, por ende, 

la corrección de la cual goza.  Le conferimos deferencia a la decisión 

del TPI, por lo que nos vemos impedidos de cambiar el parecer por 

el nuestro.  El error E no se cometió. 
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Finalmente, en su recurso los apelantes alegan que erró el TPI 

al emitir la Resolución y Orden concediendo el injunction preliminar 

sin requerir la prestación de una fianza a la parte demandante.  En 

la vista del 18 de enero de 2019 los apelantes intentaron establecer 

que ese día se dilucidaría el injunction preliminar y no el 

permanente.  Sin embargo, el TPI explicó que la vista era para 

atender el injunction permanente.  Además, aclaró que en la vista 

del injunction preliminar los apelantes estuvieron de acuerdo con la 

decisión de paralizar la obra.  Por lo que determinó que las 

alegaciones no tenían méritos.5  Debido a que el TPI concedió a los 

apelados el injunction permanente, resulta intranscendente el 

planteamiento de la fianza.   

IV. 

En virtud de todo lo anteriormente expresado, confirmamos la 

Sentencia emitida por el TPI. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 
5 Transcripción prueba oral (TPO) de la Vista de injunction del 18 de enero de 

2019, págs. 4-12. 


